
Comentario General sobre la definición de desapariciones forzadas7

Preámbulo

El Grupo de Trabajo sobre Desapariciones Forzadas o Involuntarias se ha

referido en el pasado al alcance de la definición de desapariciones forzadas en el marco

de la Declaración sobre la protección de todas las personas contra las desapariciones

forzadas (en lo sucesivo la "Declaración"), en participar en su observación general

sobre el artículo 4 de la Declaración.

Según la Declaración, se producen desapariciones forzadas cuando se arresta,

detiene o traslada contra su voluntad a las personas o éstas resultan privadas de su

libertad de alguna otra forma por agentes gubernamentales de cualquier sector o nivel,

por grupos organizados o particulares que actúan en nombre del Gobierno o con su

apoyo directo o indirecto, su autorización o su asentimiento, y que luego se niegan a

revelar la suerte o el paradero de esas personas o a reconocer que están privadas de la

libertad, sustrayéndolas así a la protección de la ley.

El Grupo de Trabajo ha seguido estrechamente el desarrollo de la legislación

internacional de derechos humanos sobre esta cuestión, en particular con respecto a la

definición de desapariciones forzadas que figura en el Estatuto de Roma de la Corte

Penal Internacional (en lo sucesivo el "Estatuto de Roma") y la Convención

Internacional para la Protección de Todas las Personas contra las Desapariciones

Forzadas, aprobada recientemente pero que todavía no ha entrado en vigor (en lo
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sucesivo la "Convención Internacional"), así como en la Convención Interamericana

sobre Desaparición Forzada de Personas (en lo sucesivo la "Convención

Interamericana").

El Grupo de Trabajo toma nota de que los instrumentos internacionales sobre

derechos humanos mencionados, es decir, la Declaración, la Convención Internacional

y la Convención Interamericana contienen definiciones de desapariciones forzadas que

son muy similares. La definición contenida en el Estatuto de Roma difiere de las que

figuran en los instrumentos internacionales sobre derechos humanos indicados en la

medida en que la definición de desapariciones forzadas del Estatuto de Roma incluye:

a) grupos políticos como autores potenciales del delito, aunque no actúen en nombre o

con el apoyo directo o indirecto, el consentimiento o aquiescencia del Gobierno; y b) la

intención de sustraer a la víctima al amparo de la ley por un período prolongado, como

un elemento del delito.

El Grupo de Trabajo estima que debe dar a la definición que figura en la

Declaración la interpretación más idónea para proteger a todas las personas contra las

desapariciones forzadas.

Sobre la base de lo que precede, el Grupo de Trabajo ha decidido formular el

siguiente comentario general.

Comentario General

1. Por lo que respecta a los autores del delito, el Grupo de Trabajo ha

determinado claramente que, a efectos de su labor, las desapariciones forzadas sólo se

consideran tales cuando el acto en cuestión lo cometen agentes estatales o particulares

o grupos organizados (por ejemplo grupos paramilitares) que actúan en nombre o con

el apoyo directo o indirecto del Gobierno o con su consentimiento o aquiescencia.

2. El Grupo de Trabajo está de acuerdo con las disposiciones del artículo 3 de la

Convención Internacional en el sentido de que los Estados tomarán las medidas

apropiadas para investigar los actos equiparables a las desapariciones forzadas

cometidos por personas o grupos de personas que actúen sin la autorización, el apoyo

o la aquiescencia del Estado y procesar a los responsables.



3. El Grupo de Trabajo ha manifestado en su observación general sobre el artículo

4 de la Declaración que, aunque los Estados no están obligados a seguir estrictamente

en sus códigos penales la definición contenida en la Declaración, se asegurarán de que

el acto de la desaparición forzada se defina de forma que lo distinga claramente de

otros delitos afines, como el rapto o el secuestro.

4. Sobre la base de lo que precede, el Grupo de Trabajo no admite los casos

relativos a actos similares a las desapariciones forzadas cuando se atribuyen a

personas o grupos que no actúan en nombre o con el apoyo directo o indirecto, el

consentimiento o aquiescencia del Gobierno, como los movimientos terroristas o

insurgentes, que combaten al Gobierno en su propio territorio, ya que considera que

debe respetar estrictamente la definición que figura en la Declaración.

5. De conformidad con el párrafo 2 del artículo 1 de la Declaración, todo acto de

desaparición forzada tiene como consecuencia sustraer a la víctima de la protección de

la ley. Así pues, el Grupo de Trabajo admite casos de desaparición forzada sin exigir

que la información en que una fuente denuncia un caso demuestre o presuma la

intención del autor de sustraer a la víctima a la protección de la ley.

6. En los casos en que el Grupo de Trabajo recibe informes de desapariciones

forzadas en que la víctima ya ha aparecido muerta, el Grupo de Trabajo, de acuerdo

con sus métodos de trabajo no admitiría el caso para transmitirlo al Gobierno

respectivo, ya que se trataría de un caso ab initio. En realidad, según sus métodos de

trabajo, la aclaración se produce cuando se demuestra claramente el paradero de la

persona desaparecida, independientemente de que la persona esté viva o muerta. Sin

embargo, esto no significa que estos casos no respondan a la definición de

desaparición forzada que figura en la Declaración, si la privación de libertad tuvo lugar:

a) contra la voluntad de la persona interesada; b) con la participación de agentes del

Gobierno, al menos indirectamente o con su aquiescencia; y c) los agentes del

Gobierno se niegan posteriormente a reconocer el hecho o a revelar la suerte o el

paradero de la persona interesada. Esto significa que de acuerdo con el mandato del

Grupo de Trabajo relativo a la supervisión de la aplicación de la Declaración, estos

informes pueden transmitirse al Gobierno en cuestión con arreglo al método de

"denuncias generales", pero no con arreglo al procedimiento de urgencia ni con arreglo

al "procedimiento ordinario", en el sentido en que se utilizan estos términos en los

métodos de trabajo del Grupo de Trabajo. Con arreglo al método de las denuncias



generales, el Grupo de Trabajo invitaría a los gobiernos



interesados a comentar las medidas que deben adoptarse en virtud de la Declaración

para investigar estos casos, procesar a los autores, respetar el derecho a una

indemnización adecuada y también adoptar medidas para poner fin e impedir las

desapariciones forzadas.

7. Conforme a la definición de desapariciones forzadas que figura en la

Declaración, el delito en cuestión comienza con el arresto, detención o traslado contra

su voluntad de la víctima, lo que significa que la desaparición forzada puede iniciarse

con una detención ilegal o con un arresto o detención inicialmente legal. Es decir que la

protección de la víctima contra la desaparición forzada debe resultar efectiva contra la

privación de libertad, cualquiera que sea la forma que ésta revista, y no limitarse a los

casos de privación ilegal de libertad.

8. Aunque el Grupo de Trabajo en su observación general sobre el artículo 10 de

la Declaración ha mantenido que cualquier detención que se prolongue indebidamente

constituye una violación de la Declaración, esto no significa que la Declaración permita

una detención breve, ya que el Grupo de Trabajo aclara inmediatamente que una

detención, en que no se formulen cargos contra el detenido para que pueda

comparecer ante la autoridad judicial, constituye una violación de la Declaración.

9. Como el Grupo de Trabajo indicaba en la misma observación general la

detención administrativa o preventiva, per se, no constituye una violación del derecho

internacional o de la Declaración. Sin embargo, si la detención, aunque sea por breve

tiempo, va seguida de una ejecución extrajudicial, esta detención no puede

considerarse administrativa o preventiva en virtud del artículo 10 de la Declaración, sino

más bien como una situación cuya consecuencia inmediata es sustraer al detenido a la

protección de la ley. El Grupo de Trabajo considera que cuando el cadáver de la víctima

aparece mutilado o con claros indicios de haber sido torturada, o con los brazos o

piernas atados, estas circunstancias indican claramente que la detención no fue

seguida inmediatamente de una ejecución, sino que la privación de libertad duró algún

tiempo, al menos algunas horas o días. Una situación de esta naturaleza no sólo

constituye una violación del derecho a no ser objeto de desaparición, sino también del

derecho a no ser sometido a torturas, del derecho al reconocimiento como persona ante

la ley y del derecho a la vida, conforme a lo dispuesto en el párrafo 2 del artículo 1 de la

Declaración.



10. En consecuencia, una detención seguida de una ejecución extrajudicial como la

descrita en el párrafo anterior constituye una desaparición forzada en sentido propio,

siempre que esa detención o privación de libertad la hayan realizado agentes

gubernamentales, de cualquier sector o nivel, o grupos organizados o particulares que

actúen en nombre o con el apoyo directo o indirecto del Gobierno o con su

consentimiento o aquiescencia, y que con posterioridad a la detención o incluso

después de haberse llevado a cabo la ejecución, se nieguen a revelar la suerte o el

paradero de esas personas o a reconocer que el acto se haya cometido en absoluto.


